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l. Ixrropucc¡óx

En 1976 se cumplen dos cenrenarios de significación dentro de
la historia institucional de Chile. Los dos se refie¡en directamenre ¡r

a la Judicatura, pero en rigor reflejan transformaciones de mayor
alcance institucional. Se trata del primer centenario de la L e y
orgánica de tribunales que entró en vigor el l9 de
¡narzo de 1876 y del segrldo centenario de la I n s tr u c c ió n
d e regen t es de20dc junio de 1776, que rigió hasta la vigencia
de la ley antes nombrada.

Estos dos centenarios invitan a conside¡ar la trayectoria de la
Judicatura chilena du¡ante el lapso intermedio. Entre 1776 y 1876
transcurre un siglo denso en translorm¿ciones institucionales para
todos los países de derecho castellano o portugues. El perlodo se abre
en el último tercio del siglo xvru con el apogeo de las reformas de
signo ilusrado, promovidas desde arriba, enérgica pero paternalmen-
te por gobernantes que rigen por la gracia de Dios y se cierra en el
último tercio del siglo xrx con el apogeo de las reformas de signo
liberal, impuestas asimismo, desde a¡riba combativa pero soberana-
mente por mayorlas parlamentarias que represenran los ideales domi-
nantes entre lar oligarquias partidistas. Si la I n str u cción d e

r e g e n t e s de 1776 fue un exponente de las primeras, la Le y

.ABRTVTATU¡AS: AAS. = Colección de docr¡mentos histólicos recopilados de¡ A¡zo-
bispado de Santiago, 4 vols. (Sanriago l9l9-2t); B^cH. = Bol¿tín d¿ la Academia
Chileno de la Historia,86 vols. (Sanriago t93?-72) t BL. = Bolerin de las leyes y
de las órdenes y decreros del gobieno, desde el l2 de febrero de 1823. Libro¡ I a
62 (Santiago 1823-t893). Hay dos reimprcsiones: libros I a 8 (Santiago 1838-
l84l),libros I a 19 (Valparaíso 1846-65); CM.2 = Archivo de la Conradurta
Mayo¡, 2¡ serie. Archivo Nacional (Chile); SCL. : LETF.LTE¡{, Valentln, Sesiones
de los Cue¡pos Legislalivos de la R€pública de Chile de l8tl a 1845. Recopiladas
según las instrucciones de la Comisión Poutica de la Cámara de Diputados, 57
rols. (Santiago 1887-1908) -
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orgán ic a d e tri b u na I es, vigente desde 1876, lo fue de

las segundas.

2. On¡rro, vÉrooo v LíMrrEs DEL eRÉSENTE fsruDro

Es lácil comprender que la Judicatura no puede se¡ aislada de su

trasíondo histó¡ico. Es imposible estudialla luc¡a del contexto insti-
rr¡cional al que históricamente pertenece, Su trayectoria va intirna-
mente unid¡ al modo de entender y plantear la acción de los poderes

establecidos y sus relaciones con el de¡echo, imperante en las sucesi-

vas épocas rie una sociedad. Concretamente, en el caso rlc la Judice-
tura chilena entre 1776 y 1876 es lorzoso considerar por lo Írcnos
las siguientes transformaciones: las que caracterizan la última fase

del Estado absoluto en Chile, las que determinan la implantaciún del
Estado constitucional y las que marcan el tráDsito del régimen por-
taliano al régimen liberal parlanentalio. Tal se¡á el esquenra de la
presente exposición.

Nos ocuparemos sucesivauente de la Judicatura chilena cn las

tres €tapas enunciadas: absolutismo ilustrado, establecimienro del
Estado constitucional y deslizamiento del mismo hacia formas liberai
parlamentarias.

Los estudios disponibles sobre la materia han concedido escasa

o ninguna atención a la Judicatura. Como hemos mostrado en otro
trabajo, en ellos, a lo más se la menciona de pasadal. Por otra parte,
el cnloque prevaleciente ent¡e los autores es en clerto rnodo unrla-
teral y, por tanto, incompleto. Su preocupación dominaDte ha sirlo

hasta ahorn contraponcr l¡s constituciones esclitas a las iustitr¡ciones
chilenas anteriores a ellas. En general, no se va más allá de seiralar
la novedad que representó en Chile el pensamiento cle los clásicos

del constitucionalismo -ñIontesquieu, Rou¡seau y demás- y (le lese'
ña¡ los avances de los constituyentes chilenos en su recepción me-

diante un examen de los sucesivos textos constitucionales. Por eso,

uno de los tenas más descuitlados hasta el presente es precisrmente
el que plaDtea la Judicatura: la supervivencia de antiguas instiru-
cio¡res chilenas durante l¿ época de las constituciones escritas,

Este tema constituye el compleurento obligado de los estudios

lBRAvo LrR^, B€rnlrdi\o, Lq Colte Suprcnto y Ie ,a¿ición iurkliT ¿c Chile,
en Anales de la Facultad de Ciencias Jurídí.as, Adniínistratiaas , SocíaLcs de Ia
Uni@rsidad de chile {19i4, en prensa).
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existentes. Su investigación requiere un método algo diferente del
habitual ent¡e los auto¡es de Derecho constitucional y de Historia
constitucional de Chile. Unos y otros prestan de ordinario mayor
atención a los textos reguladores de las instituciones que a ellas
mismas, como si pensaran explicar las instituciones a partir de los
tcxtos que las regulan. Por eso reparan con detalle en las variaciones
de esos textos y pasan por alto la persistencia de las instituciones.
En el presentc trabajo la mate¡ia se aborda de acue¡do a un método
histórico-jurídico. Es decir, se considera a las instituciones en su
dimensión histórica, €nmarcadas dent¡o del medio y de la época en
que tienen vigencia. En cuanto a los textos reguladores de las mis-
mas, por lo demás a menudo posteriores a esas instituciones, se los
examina en función de ellas, lo cual supone rcferirlos rambién al
medio y a la época en que se elaboran y aplican. Po¡ este camino
Ia prescntc investigación intenta mostra¡ que la Judicarura se desta-
ca dentro de la institucionalidad chilena como un elemento con
significación propia: no sólo anterior a las ronsrirutiones es(¡irit5.
sino también, superior a ellas por su estabilidad y solidez.

Este estudio debería completarse con investigaciones semejantes
sobre el Ejército chilenoe, la Haciendas, las Intendencias y el gobier-
no interiora, la Iglesia y el régimen diocesanos, sin olvidar las insri-
tuciones de de¡echo de lamilia y de sucesiones, las de derecho econó-
mico y minero, la¡ de dcrecho patrimonial y el régimen de negocios
juridicoso.

'.OñAr, Robcrto y RoA, Carlos, R¿gimen Legal det ej¿rcito en eI rcino ¿te
Chile. Notas parí su ertudío (Sanriago t953).

- 
TCRUCH^GA (Moñ"rr), Migu€t, Estudio sobt¿ Ia oryanizeción econó¡n ca y

Ia lúciend.a pública en Chile,3 \o]'s. (S¿nriago 1878,90, 2a ed., i vots., Lfadrid
1929); MoLrNA, E\atisto, Dosquejo de la Hacienda pública de Cl¡ile des¿e ta
independcncül lnsta la feche (Sanriago t898); MARTNER, Daniet, Estudio de po.
lítica co'túrcíal e Histotia econótnica nacional 2 vols. (Sanriago l92Z); Histoña
d¿ Chile. Hístotia Econónica 2 vols. (San¡iago 1929); HUMUD TLTEL, Cartos, t¿
\"ctot Públi.o (hil?no cntrc t8l0 y tgtU (santiago t969).

rNo conozco cstudios especializados sobre las intendencias cn Chile. pa¡a
Chilo¿f OLcuíN RAI¡AMoNDE, Carlos, Institu.ianes lolíticqs y administratiL,as (te
Chiloé en el rigl¿ xvru (Santiago lg70).

ovid. especialmente SrL!A CoTAPos, Carlos, Don los¿ Santiago Rodrígrcz
Zotrilla obispo d.e Santiago dc Cltile (Santiago l9l5); ¡{irro¡id eclesiástica de
C¿i¡¿ (Santiago 1925); GoxzÁLEz EspFJo, fernanCo, Cualto derenio\ de Histoña
Eclesiiltica de Chile. Crónica de las relaciones entre la lglesia I el Estada. 18JI-
7l (Santiago 1948); MER¡No EsprNErrL{, And¡és, C¡ónica de las relaciones dcl Es-
tado, la |glesia en Chile durante Ia anarquía (l8r-J0) (a multicopista, Sanriago
r 962) .

6SALERIo, Marcelo Urhano, Cons;dcraciones sobrc una historía .lel derecho
ptirdrlo, en El Derecho,6I (1975), p. 3767.
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I

3. Er, Esreoo ABsoLUTo relo le ft-usrnlcróx

En términos muy generales puede decirse que el Estado alcanzó en
Chile su torma contemporánea a t¡avés de dos grandes etapas, la¡
mismas, por lo demás, que en los restantes países de de¡echo caste-

llano o portugués. Esas etapas fueron: primero, la separación insti-
tucional entre Administración y Judicatura y luego, la adopción de:

las instituciones parlamentarias como reguladoras de la gestión
gubernamental,

La primera de e|as corresponde básicamente a la época de la
Ilust¡ación en la segunda mitad del siglo xvrrrT. Su expresión más
cla¡a esrá en la formación de una Administración montada sobre
moldes diferentes de aquellos sobre los cuales reposaban en el Estado
de los siglos xvr y xvrr los ramos lundamentales de la gobernación
temporal, Estos eran, según es sabido, cuatro: Justicia, Gobierno,
Guerra y'Haciendas. Si la institución básica en cada uno de cllos
era el o fi c io, en la Administración lo será, en cambidla o f i -

c i n a. Mienras los olicios eran ejercidos bajo su propia responsa-
bilidad por los respectivos oficiales o minisfos, la gestión de las ofi-
cinas estará a cargo de empleados de planta, quienes actúan bajo

Tsobre la Ilusrración en el mundo de habla castellana y portuguesa vid.
esp. PALAc¡o Ar RD, vicenre, El despotistro itultrado espúol, ei ÁrUrnZ ¡Sll¡
Rrc^RD, Robert, Vcrney et l'esprit t¿lonnateür dans pórtugut au xv]].renre. siecle,
ei Reuue de h Me.!¿ter¡anée (1946); CABr"aL or Morc.ro,l; Luiz, O ,,século !vttt',
na legisla|ao de Pombal, en ¿r¡rdor de Histó¡ia de Dil¿ito I (t949l : Um ílluni_
nista portugues de s¿culo xv t: Luíz Antonio ,lerncr, ibid.3 1tóSO¡; SÁnrcxrz
AcEsr^, Luis, Introducción al pensamiento político del despotilmo iiustrado cs.
pañol (Madrid 1953); PEN^LVER S¡Mo, par¡icio, Modernídad tradicionat en el
pensamiento de Jovellanos (1953; S^¡R^¡LH, Jear|. L'Espagne éclair¿ a Ia seconde
tnoiti¿ du xvtrte ri¿¿¿e (Paris 1954; traducción castellani. México 1957); RorrRicuEz
CAs Do, Vicente, El Intento español d¿ "tlustración Cristi¿na", eD Estudios Ame-
ricanos 42 (1955); GóNcoR^ (DEL C^Mpo) Mario, Estudios sobre eI Calicani,¡no
y la "Ilustración Calólica" cn Am¿rica española, en Revista Ch¡tena de Histoia
, Ceogr.alía 125 (1957); Aspectos de la llustración Católica en et penseüiento
, la vido .clcaiástita ch;lena 1770J814, eñ Hístoria I (t969); KREss 

-(Wr¡-cruNs)

Ricardo, ¿¿ renotación de España en cl pensaniento de los economista! cspa-
ñoles del siglo xy'lt, c¡ Historía I (1962-63); HEER, Richard: España y la re1)o-
lución del siglo xvrr (Madrid l9€."{); P^LAcro Ar^RD, vicenle, Los españoles de
lo Ih.stración (Madrid t964); BR vo Ln^, Bernardino, La Ilni[ersidad ¿spañota
c hisponoamcricona de la llustrución al Libenlirno, en Hístoria 2 (t972-7!).

rcóNco¡ (DEL C^Mpo) Mario, El cstado cn el ¡lerecho indiano. Elo.a
d¿ lundación 1492-1570 (San¡ia9o l95l); c^Rci^ cALLo, At{onso, Los principios
Ícctores de la organización tcrritotial de las lndias en s¡ riglo xvr, ei Anuatio
dc Historia ¿lcl D¿recho Espaitol 40 (1970), ¡eproducido eÍ Estu.líos dc Historia
del D¿recho Indiano (Madúrl 1972\.
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inmediata dirección y corrección de un superior jerárquico, el cual,

en últinro término, depende de los secretarios del dcspacho o minis-

tros, responsables, a su vez, ante el mona¡cao.

Esta es una de las grandes realizaciones del absolutismo ilustra-

do. A ella está estrechamentc ligada la tendencia a afirmar una

suprenacía radical tlel pocler estatal sob¡e los demás poderes esrable-

cidos que se traduce en una contraposición cada vez más neta entre

gobernantes y goberrrados.

Pcro cl .Estado absoluto del sigio ^*vttr no €s absorbente cor¡o

el .[staclo totalitar-io del siglo xx. Ni tampoco centralista a la manera

del lstado liberal dcl siglo xrx. Reirindica ¡rara si, como atributos

¡:ropios dcl poclet estatal, cicrtas rcgaIías {rcnte a los otros ¡>orlc-
res establecidoslo, Est:i lcjos de aspilar a suplantar a csos otTos IJo-
tleres ni rncnos a abso¡berios, como, en nuestro sigio, los Lstados

socialistas en sus distintas le¡siones. Por eso, sin suprirnir las formas

¡'¡alla un cslr¡dio de coDjunlo. Vid. nscutrrRo, José ,{ntonio, /-or S¿¿r¿¿¿ri.¡r
¿e l;ttado , (lel DcsPddro, 4 rols. (Nf¿drid 1969); NIARriNrz C^RDos, José: ¿r¿¿-
dio ptelinina¡, cD ¡IRNÁNDEZ Esr[so, Carlos ) trfARriNr¿ CARDos, José: P/i,,¡€,¡r
S¿ctetaria dc ll,slad,o. LIili\telio tlel L'tado. DisPosi¿iürc! arg¿nicas (1705 t96)
vol. l, (Nta(lrid 1972). Un rnti(ip{,, (,ARci,\ (;.\LLo, Cr¡¿rlir,¡cr ) !toble lat (Le

la Hisbtia ¿¿ lu ad nt ittist t a.ión .5! ítolt, p. 13: "só]o... )it cn rl sigio xrx sc

produ(c la plcn¿ integ¡ación dc los órgirroi dc ltobieüro cn l¡ -{dmilristra-
ción, a l¿ vcz quc i-sta rnplía su actuació[. -\gu..umrDte apu'rr:i las singula-
ridr(lcs dct cstirdo iu(Ii¿no: "¡ll Esla(lo er) cl siglo x\l cn Indi;rs )- ¡rn el xrIl y
sobtc todo rn.1 xtllr cn Esp¿¡i.r seoc pir )r del Cobierno y Policir.
[.r. trIIsrro: 'Lu tlü¡is¡ón rlc co]¡tl¿tentiLts adtnit)islrütiuas e,1 Ia EC¿d Moderna",
p.2!15-6. Sobrc la s(p¿ración cntre 

^dministración 
y Ju¡isdicción, señala: "...La

doble larca quc en lo adDirlistrativo lle\an a cabo los Borbones en España'
"...suprirnirnrlo ) desplazando krs óryanos quc !c .rcupaban indistintamente dcl
gobie¡no,v de la justicia, para deslinda¡ una cosa dc otr.a y rcuuiendo lo quc
aiccta a u o ) otra en tod¿ la Monarquia b¡jo ur solo óry¿no y dirección", ibid,
p.301. Por lo que toca a Ia Administración y a la Jldicatura particular de los
distintos rcilros arncricanos, csta separación se opera en l¿ scgünda mitad dcl
siglo x\'¡r, co.ro se ¡firna cr cl t.x(). []n a\ Dcc: lfÁRll.t]z llRQUIlo, Jos¿ Nfaria:
Otig¡¡es de Ia buractdcia tialLat¿nse. L¡t St.ctttu'ia dtl t:i,tcinato (tsuends Aires
l9;r). No hc pedido consu¡tar LALTNDE AlLDr,\, Jcsris, ¿oi ,i¡¿(lior l(rsonales de
g.stiút dcL podtr ftiblí.o e h Hi\totia ¿sld,iol¿ (\Ia(hid 1970).

'"Vi(l. H^RruNc, t-.tir¿t I)(r Aulgclttii)te Absolutis)t)us, ci HistorisclE Zeit-
s.r¡ilr 180 (l1i¡,5). NfAER, Ilairs, Di( ¿ill(,e deu\.ltt Skklts. 1o\l yerlrialtungn¿hft
(Pali.(i1til\f1l)t.hnlt), (\eür'icd a. R. l llcrli¡r 1966). Hartung ilsistc crr r€cha-
zar la cxprr.ión .lcjPotis|ro ilt¡rtrado', por no habcr razó¡r para abandonar el
¡ntigüo ) (irlundi(lo uso dc diferexciar chl.amcnte al absoh¡risrno, Lnte¡rdido
como fo¡mu dc gobicrno libcrada dc instituciores pirrhmcltiuias dc ripo esta'
mcntal, pcro que se su.icta voh¡rtariai¡Iente a leycs y que rccolrocc drrcchos d,l
tos súb.,rtos, dct dcsporismo como ilimitada arbitraried¿.1", p. t5. Sin embargo,
e¡r lir l)ibliogrulir r:pañola, irch¡so recicntc, se r arti(nJ cl cmplco de la expre-
s;ón 'Crspotis¡ro iltlstrado". C{r. CoMrlr.ts, Joró Lr¡is, ¡iir¿¿ri.¿ dc E PLItia Moder-
nd t conta)\polrintu (1171.t965), l¡ cd. I r01. (NIadtid 1967), ahora 4a ed., 2

rols. (Ma¡lrid l9?4); G^Rcí^ C^r.¡-o, ,{lfonso: xlanüal ¿c Llistoria del D¿recln
Ilslañol, 2 vols. lq cd. (Madrid 1959), ahora 3e ed. (NIadrid 197I), vol. l: ,8,
o)ig(,t I I( evolution tlel (let.cho, p. 786, cf¡. p. 702.i

!
t
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de tipo estamental o gremial, el absolutismo ilustrado se proponr:
relegar en general a la eslera privada las difercncias existentes den-
tro dc la población, Cobra asi nuevo senticlo la distinción entre
Derecho priblico y Derecho privado. Por entonces empieza a enterr-
dérsela en los términos en que todavía subsiste hasta el presente:
como dos áreas excluyentes entr€ sí: una que mira a la acción de los
gobernantes y otra, a la de los gobernados. Esta contraposicil¡n no es

sino el reflejo de otra: la que llcva a plantear la distinción cnt¡e
mate¡ias de gobierno y materias de justicia en términos rambi¿,r't
excluyenteslr.

4. Esr{Do y A¡vr:llstn,tcró:l

Bajo el nombre de materias de gobierno se agrupa en gencral toclo
lo que constituye la gestión del Estado: básicamente los antiguos
ramos de Gobierno y de Hacienda, como también, en cierto motlo,
el de Guerra; esto último, eso sí, sin perjuicio de la autonomía
institucional de la fuerza armada que, por el contrario, cobra nue-
vas dimensioncs. Debe aclvertirse que se trata dc algo más complejo
quc una espccie de refundicirin de estos ramos cn uno solo. En reali-
dad etamos ante una significativa ampliación de los fines del
E s t a d o más allá de lo quc hasta entonces se había cntentlido comc
tleberes del monarca.

La Ilustración atribuye al poder estatal una misión t¡ansfor-
mado¡a de la comunidad, Lo que, por cierto, no carecía de antc-

cedentes en América española, donde el poder real jugó desde el

primer momento un papel conligurador. Esta singularidad del Esta-

do indiano frente al Istado castellano de su ¡nismo tiempo, no escapó

a la peneración de rrn jurista de comienzos del siglo xvrr como Ro
drigo de Aguiar. En el prólogo a los Sutnaños tle la Recopílación
úe las byes lndias, observó que en ellas "casi todo es político y dc
gobierno", mientras que las leyes de Castilla conrienen casi única-

mente "disposiciones judiciales"l2.

Pero ahora se trata de algo diferente. Gobernar no se entiende

IrBRUNNER, Otto: Moderne¡ y erlatsun gsbe gil | ünd nt iuelalto l;.he y (rfas-
súngsgescl¿i.htc, re¡sión revisada (1955), en el mi.lno, Herrchalt und Staat im
Ititt(ldlt?t (w'.irnar 1964), esp. p. ll.

l'Acu¡AR r' Acuñ^, Rod¡igo de, Srmarios de la Recop¡lación rie las Leles,
Ordenanzas, Froúsiones, C¿dula:, Instrüccioncs y Cartas ¿¿ordaddr... (Madrid
1628, r€imp¡eso en México 1677); cfr. GARCI^ cALLo, Alfonso, 1-a diuisión..-
(n. e).
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ya únicamente como regir, en el sentido medieval y moderno de la
expresión: mantener a los vasallos en paz y en justicia; ampararlos
en la ¡raz y en la guerra; proteger a la Iglesia y, en los reinos ameri-
canos, apoyar su labor evangclizadora, Ade¡nás de todo esto, gober-
nar es ¿hora crear y pronrover las condiciones de la felicidad pública.
Esta diiatación del ímbito de la acción estatal se refleja, entre otras

cosas, en cl nuevo concepto de (alta) Policía dent¡o del ct¡al se

cngloba el antiguo r¡mo dc Gobierno con la nr¡eva preocupación por
el bien y la felicid¡td pÍrblica. lin este sentido, pucde decirse que la

Justicia no es ya h suprema razón de ser del gobierno, suma y com-

pendio de los lines del poder real. La función judicial piercle su

antigua prinacía para (on\,ertirse en una rnás eDtre las múltiples
tareas que se entie¡rde colresponder al Estado. Paralelamente la ima-

gen tlel rey'juez, clbezi¡ rle Ia tomunidad, cede paso a la del rey'
gobernante, cabeza del Estado: primer servidor de un Estado conce-

trido como entida<l abstr¡cta, impcrsonal ) permanente, ¡listinta de

los sucesiros titulares del poder, y por ende de la persona del mo-

na¡ca ntismo.

Este es, en síntesis, €l marco dent¡o del cual se constituye una
Administración cada vez más separada institucionalmente de la Ju-
dicatura y, por lo mismo, cada vez más sustraída a la tuición judicial,
salvo en lo que toca a su proteger los derechos de los gobernatlos

Irente a sus agentes o cle ella frente a estos últimos.

5. NAcrrrrENTo or r-¡ Aolrt¡¡rstrec¡ó¡

En función de la gestión estatal así concebida, se estrrrctura paso a
paso un complejo de oficinas dependientes de un núcleo central
constitu¡do por las secretarías del despacho o ministerios, cuyos ritrr-
lares impulsan y dirigen su gestión desde ar¡iba y son responsables,

ante el monarca, de cada uno de los asuntos a su cargo. Se ponen

asi los cimientos de la Admi¡ristración contemporánea, cr¡yo ele-

mento primario no son los oficios sino estai oficinas con una planta
pcrmanente cle empleados, internameDte jerarquizada.

La competencia se radica cte manera estable en la oficina como

tal, independientemente de la persona de su jefe, en lugar de confe-

rirse, como antes, al titular de cada oficio por el tiempo de su

desempeño. Desaparecen así, poco a poco, los antiguos oficiales o

ministros, investidos personalmente de la competencia propia de su

oficio y responsables tan¡bién directamente ante los tribunales de
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justicia por los abusos que cometieren en cl ejercicio tlel mismo. trn
su lugar, aparecen los empleados o agent€s de cacla olicina, con sus

atribuciones y facultades cada vez más definirlas, scgún el ¡ruesto que
tcngan en la jcrarqrria interna, las cuales ejelccn bajo inmediara
di¡ección y corrección disciplinaria dcl corr.csl-.onrliente superiol
jerárquico.

Dentro de los cuadros dc la administración se pcrfiia un nu€vo
tipo hurnano, llamado a recibi¡ en el futuro €l nombr-e clc funcior¡a,
rio. Este es cada vez mhs distinto de los rntiguos jelcs v olicialcs cte

Gobierno, de los antiguos jcfes y oficialcs rniliteres y de los antiguos
oficiales y minisnos de la Hacientla, para no hablar de los nrinist¡os
y oficiales de la Justicia. Este nr¡evo persourje se destlobla en clor
variantes, según su posición clentro de la jcrtrquia intcrn¡: como
superior o st¡borclinado, lil prinrcro rienc sr¡ rnejor rcPrc\cntirntc en

el jete clc oli.inil y cl scgun(lo, cn cl sirnplc csrril¡icntc o emPlefulo

cle pluma. Ex¡ronrntcs típicos tlel su¡rerior aclrnirristr-ativo son, cn
esa época, los sec¡e¡alios del dcspacho o ntiuistlos, cn el gobierno
central de la monarquíl13 y en los distintos reinos amcricanos corno
Chile: los secretarios de gobierno clesdc 1776 ) sobrc todo a parrir
de la organización estable de la oficina conlo¡me a la ¡e¿rl ol.den
de 4 de junio dc 178414; los contado¡es mayores de cuentas, desde

la creación cle la oficina respcctiva conlorure a la ¡eal cédula cle lg
de abril de 1768rí los administla(lo¡cs gcnerales de la Acluana; los
directores de l¿rs rentas del tabaco, establecida en i75316; o de co-

rreos, incorporada a la corona en 177317], los superin t end entes de la
Casa dc Nloneda, incorporadr asimismo a la coron¿ cn 177218.

Intre estos altos ernpleados administrativos relativamente em-
prendedores y eficientes, se cuenran un Judas Tadeo Reyes (17b6-
1827), secretario de la gobernación desde 1780 hasra l8l0 y luego
en 1816-17, quien pudo llamarse "eje y principal sostén" clel rógi-

ixsobre cl tem¿ cs f ndamcntal EscuDr.Ro (n. U).
I'Un modelo de invcstigación soblc cl pr.occso dc insrilucion¡lización

MAR¡LUZ UReurJo (n. 9).
risby^ VARc^s, Iernand.,, ¿d Contaduúa Lla\ot de ürntas del Reino dc

Chilc, ei L,tu¡tios riL Hi,to¡i¿ dr t¡t\ tn,¡i¡kiun,, putttLa: \ Su,i¡,t,r 2 r\,rnriirgo
1967) .

10STAPFF, Agncs, La Renta del Tabaco en Chit€, ei Anuaúo d,e Estudios
Anrcricanos l8 (1961).

liAutos sobre su incorporación a la Corona, C. M.2 vols. l3t8, fs.25 ss.
lsAutos sobrc su incorporación a la Corona. C_ M. 2 vols. 1346, fs. 33 s.
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menlc; Silvestre Garcia (1769-1774)ru, I.,un Tomás Echeverz (1776-

1788):1 y Juan cle O1'arzábal (1789-18?)r:¡ en la Contaduria Mayor
un Ram(in Antonio del Pedregal (1773-1793) zir y un Manuel Manso
y Santa Cruz (1795'1814)11 en la Admiuistracirin gcneral de Aclua-
nas; un Carlos Vigil (1778 I784)1¡, Bcrnardino Altolaguirre (1786-
I798)'?6 y un José Santiaso Portalcs (1788-18l,l) ,? en la Superin-
tendencia de la Casa de Moneda; un Nfarcos Alonso Gamero (1786-
1798) ,8 en la Renta del Tabaco o un Ferrando Urizar (1772-1809) rr,

en la de Co¡¡eos-

6. ADMrNrsrR{cróN v JuorceruRA.

A crta ampliación de las matelias de gobierno corresponde una si-

multánea restricción dc las materias dc justicia, esto es, de los asun-
tos sujetos a juicio, vale decir, a decisión autoritativa pronunciada
de ordinario con audiencia de parte o del afectado. Por rales se en-

tienden ahora primoldialmente los asunros civiles o criminales, así

como aquellos en que están en juego derechos de los gobernados
Irente a la administración o de ésta frente a sus agentes. En otros
t¿rminos, la jurisdicción contenciosa y no contenciosa respecto a los
gobernados y la jurisdicción de hacienda, militar, así como la que
puede calificarse de contencioso-administrativa, respecto a la admi-
nistración. Asi pues, la Judicatura pierde su anterior preeminencia

1¡MEDTNA, 
José Toribio, Diccionario biog,¿lico colo¡1i¿l rl¿ Cl¡¡¡¿ (Sanriago

1906), p. 738; REYES R., Raf¡el, L¿ la|tilia lle\es d¿ Sa'ltitgo, en Retista de
ertlrdios ltiltó,i.os l+ (1956 ti7) , pp. 3 ss., esp. pp. I ss.

Ittr{EDrN^ (n. l9), p. 326; SlLr-\ VARGAS (¡i. l5).
qMEDTNA (n. 19), p.21i; SrLv-{ VARcAs (n. 15); EspEto, Juan Luis, Noói-

liario de la anligúd Calitaní¿ Ceneral d¿ Ch il¿, (Sanriago 1917), p. 99.
eMEDr.-A (n. l9), p. 635; SrLvA VARcAs, Iernando, Perú J Chile. Notd's

sab¡e :u¡ rinculaciones ad,¡ti¡¡istraliras \ fiscales (LJ85.1800), en ¡lir¿ori¿ 7. esp.
pp. 179 ss. Ha,f sePa¡ tu,n.

SMEDrN^ (n. 19), p. 658; Biblioleca Hispano.chilena It2l-1817 (Sanrialo
1899) 3, p.25 y 116; SLv^ \¡-{Rc^s, Fcrnando, La isita ¿e Attche en Cllile \ la
subdtlegació del regente AIL'arcz de Acelte¿Io, en Hi.!¿orir 6 (1967), esp. pp. 180
ss., 195 sr. Hay separatum,

'?r\fEDI.",\ (n. rg), p. 196; (n. 23), p. 9l; SrvA V^RcAs 0r.2t, pp. 196 ss.
SNfEDTNA (n. l9), p. 948; (n. 23), p. .91; EyzAcurRRE, J^ime, El Conde de

Ia Conquista (Santiago l95l), pp. 139 ss.
$MEDTN^ O. l9), p. 58; EslEJo, Juan Luis, N.r¿ili¿rio d¿ Ia antigua Capi-

tatría Gtneral d¿ C¡tl¿ (segunda parte, SaDtiago l92l), p. 206.

'MEDINA (n. l9), p. 697; La¡¡ iN ECHIVERRÍ^, lcrnando, ¿or ante|asados
tle don Díego Palazuelos, eÍ BACH. (1937), pp. 162 ss.

*MEDTNA (n. l9), p.323; Eyz^curRRE (n.25) , pp. 154 ss.
,l-rcuERoA, Pedro Pablo, Diccíonatio biogtálico de Chi¿¿r (Sanriago 1897-

l9Ulr 3. p.341: FrR\AND¡z PRADFT, Ped¡o Xavirr, linaTer v.ts(o\, montañc\cs
en Chile (Sartiago 1930), p. 444.
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como guardaclora del orden jurídico frente a gober-nanres y gober-
nados para quedar reducida al amparo por la via civil de los dere-
chos de unos gobernados frente a otros (derecho privado) o por Ja

vía judicial-gubernativa de los mismos gobernados 1¡ente a la admi-
nisftación y de ésta frente a sus propios agentes (derecho público)
y, en fin, de unos y otros derechos por la via represiva (clerecho
c¡iminal) .

En relación a la Administración, la Judicatura se limita a ¡es-

guardar la legalidad dc las actuaciones de sus agentes, sin entra¡ a
examinar su gestión misma, lo que se teserva paulatinamente a los
superiores jerárquicos respectivos. En este senrido, no queda excluicla
de toda ingerencia en materias de gobierno. Antes bien, su inte¡ven-
ción en tales asuntos tiende en cierto modo a ampliarsc, sca por la
vía consultiva sea por la vía de la apelación. In particular se reati¡,
ma la obligación de los jefes politicos, como el gobernador o e1 in-
tendente, de proceder con dictamcn de la Real Audiencia o del
asesor letrado en asuntos importantcs de gobierno y el derccho de
los afectados por providencias de gobierno a apelar de ellas ante
Ia misma Audiencia-

Esta separación entre Adminisración y Judicatura se opéra en
Iorma descendente, a pa¡rir de la cúspide de una y orra. Po¡ eso

tarda en manilestarse €n los estratos inf€riores. Allí persistirá por
más tiempo la acumulación regular de funciones jrrdiciales y fun-
cio¡es de gobierno en una misma persona, a la que se confieren si
multáneamente oficios de una y otra natu¡aleza. Tal cs, concreta,
mente, el caso de los corregidores, conlertidos en Chile en sr¡bde-
legados conforme a la ordenanza de intenclentes (1786), quienes
continúan como justicias mayores de su partido o subdelcgación.

Segírn es de suponer, la contraposición cntre la Aclminist¡acirin
y la Judicatura no se impuso sin conflictos y tensiones entre los re-

Presentantes superiores de una y otra. Durante largo ticmpo hubo
disensiones casi permanentes de la Real Audiencia con los enca¡ga-
dos de llevar a efecto las reformas y, en general, con los altos ¡landos
de la Administración.

7. Meclsrr¡ms JUDIcIALEs y EMpLEADos \DMlNrsrRATlvos

La contraposición entre Administración y Judicatura se hace más

notoria ¡rorque la esÍuctura fundamcntal de esta última no se alte-
ra. En cont¡aste con la Administración, la Judicatura continúa ar-
ticulada sobre la base de los antiguos oficios, cada uno con una es-

fera de competencia propia, a cargo de un titular que actúa por sí
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mismo y bajo su personal responsabilidad po¡ los abusos que cometa

en ejercicio de é1. A los jueces de superior jerarquia corresponde

revisar las sentencias de sus inferiores, pero sin intellerir el ejercicio
de la competencia propia del oficio de éstos. Lo cual, en líneas ge-

nerales, ha resistido hasta hoy en Chile sin rnayores difictrltades y

co¡l clara ventaja para la actuación jurisdiccional, eD cspecial, como

garantía institucional de la independencia tlcl juez. Por eso, sin ir
más lejos, anotémoslo de paso, hay actualmente tanta distancia entre

un juzgado y una oficina administrativx: entre un juez y trn jefe

de oficina o entre los ministros de una Co¡te de Justicia y los miem-
bros del consejo directivo de una institución administrativa, y, en

general, entre la .fuclicatura como un todo y cualquier servicio admi-
nistrativo.

Dentro de la Judicatura, la jeralquía de sus mrnismos y olicia-
les continúa dete¡uinad¿ por los respectivos oficios. I-os rnás eleva-

dos, todos ellos letrados, son los que pe¡tenecen a la Real Audien-
ria: oido¡es y fiscal. A ellos se añade ahora el tegente. La Au<iiencia,

co¡no se sabe, es cabeza de la judicatura o¡'dinaria y máxirno tri-
bunal de justicia en su distito. Este último coincide cn Chile desde

1609, fecha de erección defi¡ritiva de la audiencia, con el territolio
del reino3o, La figura de estos altos ministros de la Justicia en esta

época está representada en Chile por fiscales como Lorenzo Blanco
Cicerón (177?'87)at; Ambrosio Zerdán y Pr-rntelo (1777-79)3, o Joa-
quin Pérez de Uriondo (1780'94)33' y oidores como José de Rezábal
y Ugarte ( I 778- 1790) , luego regente (1795-1800)31; Juan RodríSuez

B¡llesteros (1787-1806), asimismo después regcrte (1806-l 1) 36; Fran-

cisco Tadeo Diez de Medina (1783-1803) 36; 
José de Santiago Concha

iosobre la Real Aüdiencia: Rürz Gü¡ñ^zú, Enriqrre, L¿ nro\istratura indiana
(Bue¡os Ai¡€s 1916); ZoRRAq¡,iN BEcu, Ricardo, La organiztción iudicí.61 argen-
tina en eI periodo l¿¡sÉ¡iniro (Buenos Aires 1952). En Chile: Muñoz FFLrú, Raírl,
La Real Aúdi¿ncia de Chil¿ (S^nfiago 1937); ZoRRtLr,^ CoNcHA, Enriquc, Es(r¿¿-
na ¿¿ l!1 jttsticia en CII|I¿ .olonial (SanriaSo 1942); MAoRIo RrsoLLrDo, Elc a.
El Ministetio público en el der¿cho itdidno (Santiago 1950); CoRVALÁN I'ÍENÉN-
DEz, Jorge y CAsrrLLo FE¡NiNDEZ, vi.ente, Derecho proces¿l irtdiano ls'nriago
l95l); SALVAT MoNcu¡rlor, Manuel, ¿¿s fu cíones d¿ gobietno d¿ la audiencia
en ¿l reino rle Chile, cn III Congl¿so del lnstitüto lntentaciotúl| de hí:tot¡a del
deretho indiano, Actas y Estudíos (Madrid 1973).

¡lMEDrN^ (n. l9), p. 134; MuJrcA, Juan, Nobleza colonial dc ClúLe (Saw
tiago 1927); M^DRID (n. 30), p. 55.

oMEDTN^ (n. l9), p. 998; M^DR¡D (n. 30), p. 55. L¡RA MoNTr, Luis, /-4r
óftlenet I corporacion5 nobilíarí¿s en Chile, en Rerilla de EsLlltlios ltís|óri@t
ll 11963), p. t97. Hay se?aratunt

aMrDrN^ (n. l9), p. l8l; MADRID (n.30), p. 56; L¡R{ MoNrI (n. 32),
p. 199.

"'MrDrN¡ in. l9), p. 10; O. 23) 3, pp. 408 ss.: Lrn^ MoNIf (n. 32), P. 199.
u"MEDrN^ (n. l9), p. 753.
36MEDTNA (n. 19) , p. 242; L¡RA MoNrf (n. 32), P. 197.
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(1795-l8l I y 1815-1817) 3?

(1797-l8ll y l8l5-1817) 38.

o José Santiago Martínez de Aldunare

8. EsrADo y JuDrc\TUR,{ ¿N Cr¡lr¡ n,r¡o Ll rlusrn,rcró¡{

La última fase de la Judicatura indiana csrá caracterizacla por esta
progresiva separación institucional entrc ella y la Administ¡ación.
Esta tendencia encuentra un sugestivo exponelrte e\ la Rcal instruc-
ción de regentes de 1776. Pe¡o ella no es ni el ¡.rrinrer ni el más de-
cisivo paso en esta di¡ección. Lo que lc confiere singular rclicve es
que se t¡ata de una relornra que afecta directarncnte a la Judicatura,

La plaza de regente fue creacla cn las anclicncias anle¡icanas
por real decreto de ll de marzo cle l776se y sus funciorrcs regulaclas
pot la instmccirin citarla dc 20 cle jrrnio sisl¡icnrer0. Ise rnisrrio arlo
se nombró regente de la Audie¡cia de Chile al entonccs tiscal del
c¡imen de la Audiencia de Lima, Tonrás ,\lvar.ez clc Acel.cdo{l. Esre
tomó posesión el ?? dc dicienrb¡e de li77+:.

La int¡oducción de cste nllevo nagistr.ado cn cl srno de la
audiencia mira primordialmente a permiti¡le una mejor atención
de los asr¡ntos judiciales dc su com¡retencia. Iin particuiar, le per_
mite ocuparse de ellos con mayor independencia cle su presidente.
Este cargo correspondla normalmente al titular clel manclo poiitico
y militar superior, que en Chite era el gobernador y c¡pitiin gcne_
ral43.

-- "lM:?t1n.. (n. l9), p. slt; Mulrc{ 0r.3t);p.223; s\1i..\r Nfo\{;trn.r.or,
Manuel, ¿l delito de infid€tidad a Ia pahia. IJn ctso chileno. Dis.ürso d,? in-
corPolación a la A.Itd¿nia Chiteüa de In Histotiü (Jr prensa). Dcbo a t¡ ama-
bilidad del auto¡ h¡rber podido disponer dcl manrs¡rito.

SMEDTNA (n. l9), p.49; FrcuDRoa (n.29,3¡ €d., Santirgo lg96) t,46.
. 

¿erc. ll matrc l;76i crca ta pta/e de regcn¡c en ta. a,,di.n¡i.1. rti. \móri¡a,
rnserta cn rc. 6 abr¡l l7;6: se haga nororia en tos reilros de _{m¿ric¡ Ilr ,rucva
planta de las Audiencias.

alnstrucción dc lo que deben obscrvar los rcgeures (lc las reales audicncias
dc Améri(:¡: 5us lun(ioncs. rrgalra.. (omo se hun Je rcr (on lns !rrr,.ves r p,,.-
siflentes y éstos con aquéllos. Madrid l7;6 ((ditrda por Srrr rr Márcurr-ror,
Manuel, ¿¿ ínstrucción de regentes, en Reuista chiten; (te historiú tlcl (l¿re.ho
3 (1964), pp.57 ss., el tcxto, en pp.59 ss.

¡rSrLvA VARcAs (n. 23), p. 156.

- - 
SCARVALLo y GoyENtrcHn, yicefrte, Defiipcüin listórito-geogr¿licd (Irt 1,.;no

d¿ Chilc, en MEDr.-a, José Totíbío, Coteccíón tte histo¡ürlo¡ii ,ii i:n¡t" t ,¡o,"-
nrcntos retatiuos a la Historía n¿.ion¿¿ (Sanriago t865 l94S), rot. v ) l0 (San-
tiago 1875'6) 9, p. 420.

érc. Mad¡id 17 feb¡ero 1609: ordenanzas de la audiencia de Senriaso (lc
Chile, cap. 3 a 5, en AAS. 2, pp. 216 ss.
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Conlormc tlt ínstrucción corresponde al regcnle: "la dirección
de l¡s Audiencias en lo contenciosq y económico, con intlependen-
cia de los Virreyes y Presidentes, no hallándose éstos en las salas;

pero si estuviesen presentes, darin por sí las provitlcncias que ocr¡-

r¡an con acuerdo del Regente"!. Adeürás, el regentc sucede en sus

l¡cuitades al oidor decano, las que quedan rcfundidls con las sr¡yas{;.
"Uno de los principales cuidados de los Regentes (será) -según la
tnisn¡a iDstruccirin- el infounarse con lrecuencia clel cstado
quc tienen los Pleltos en las Ar¡diencias, para evitar que se impidt sr¡

curso y dcterminación por medios ilegítimos y dará las ó¡denes co-

rrespondi€ntes u fin de que la Justicia tenga dchido y pronto cum-

plimiento"ro. En estos aspecto$ el reg€nte es el antecesor inmediato
de lo¡ actuales presidentcs de las Cartes {le -\pelaciones, quienes, por
lo denás, se llamaron reg€ntes hasta l8?6, y el antecesor indirecto
del actual presidente de la Co¡te Supxe¡na, que aparece en I823,

pero cuyas funciones en lo refe¡ente a la marcha inte¡na del tribu-
nal se modela¡on a su vez sob¡e las del regenre del Tribunal de

Apelación.
Pero, además, eDtre las diversas ft¡nciones del regente, hay otra

<le singular relier,e: "uno tle los más p¡incipales crridados" suyos

debía ser vclar por la exacta obse¡r'ancia "cle las leyes de Indias que
pernriten la apelación de todas l:rs tleter rrin¡rciones dcl Gobierno
para las Reales Audiencias"ri. Es decir, hacer rlás efectivo el amparo
judicial de los dcrecl¡os de los gobernados lrente al gobierno con'
templado en las leyes.

No obs¡ante estas refoLmas, la i n stru cci ón mantuvo ¡l ¡c-

geute en el mismo primer lugar en el orden de subro¡;ación del gober-
nador que antes tenía el oidor decanoas. De hecho, al propio Alvarez
<le Ace¡'edo le corres¡rondió dqs veces asumir interi¡ramente el go-

bierno de Chile, en 1780 y en 1787. Por su part: el regente Rezábal

,v Ugirrie des€mpeñó ta¡lbié¡ interinanrente cl mir)do en 17961r.

9. Juurcarun,r v AourNrsl'r.¡cró¡r EN LA F,\sE FIN\L DEL

EsrADo TNDIANo

l-os más decisivos avances en las dos <iirecciones examinadrs re p¡o
rlucen después de la instrucción de regentes. En especial

"ri. (n. 10) 35.
Gíd.,61.
(ir.1.,29.
¡,id.,41.
4id.,66.
&vid, n.34
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debe considera¡se en este punto la ord e n a n z a d c i n t e n <[c n -

t e s, cuya vigencia se extendió a Chile en 1786¡0. Con elia se ploduc:
un desplazamiento de la Iiscalización de carácter más bien judicial
quc hasta entonces competi¡ a la audiencia sobre los encargados de
oficios no jucticiales en Iavor de otra, de ca¡ácter marcadamrnte admi-
nistrativo, ejercida en cada caso por el respectivo superior jerárcjuico

y en particular por el intendente¡1. A la inversa, la jurisdicción del
intendente sobre causas judiciales se confía a su teniente y asesor letra-
clo, bajo inmetliata clependcncia de la audiencia. Lo cual fue un pri-
me¡ paso hacia cl establcci,'niento de jueces Iet¡ados en Ia capital de

cada intendencia y su territoriote. En cambio en el resto de la pro
vincia los corregidores fueron substituidos por subdelegados que

letuvieron las funciones judiciales de aquellos.t3. Finalmente, se exi
gió a los intendentes actuar en dete¡minados asuntos con dictamen
del mencionado aseso¡ letrado y se hizo extensiva a sus providenrias
en materias de gobierno y (alta) Policia el derecho de los afectados

a apelar a la audienciaíl.

Este encadenamiento entre la instrucció¡t de regentes y la orde-
nanza de intend,entes, tan notorio si se atiende al contenido de una
y otra, se halla, además, subrayado en Chile por una ci¡cunstancia
particular: la de haber sido el mismo Alva¡ez de Acevedo, recién
designado regente de la Audiencia de Chile, encargado de realizar
la visita general del reino55, cuyo objetivo final no era ot¡o que el
establecimiento de las intendencias56.

En lo sucesivo, las apelaciones de las ¡esoluciones gubernativas

toReal ordenanza para cl cstablccimietllo c insrrucción dc intendenres dc
cxercito y provincia en €l \irrcinaro de Buenos Aires, N{adri-l 1i82, cuya ligen
cia se extendió a Chilc por el \'irr€y Tcodoro de Croi¡, scgún orden Lima 14
enero 1786, ap¡obada por ro.6 febrero 1787. Vid. CoITDRÁÁ-, Jotg., L¡t ReaI Or-
denanza d.,e Intert(t.ntes del Rio de la Platu..,tr Anuúio lb Estu¿ios Anericanos
ll (Sevilla 195{); Ly¡rcH, John, Vdn,rl¡ coloniat A¿ninist ttion 1782-1810. The
¡'úendmt Slsle¡| in the l/icereJalty of th¿ Rio de I¿ Plata (Lon:lres 1058);
S^Nz, Luis, Santiago. EI prorecto d¿ extinción del gimen de lds int¿n¿Iencias
de A'¡útíca y la odenanza generul d,e 180t, en Rerilta del lnstittlto dc Historia
del Derecho 5 (Bucnos Aires 1953); ZoRRAeufN BEcu, Rica¡Co, ¿¿ orgonización
políti.a a¡genIína en el feríodo hispáni.o (lF ed. 1959, 3e 1967), pp. 242 ss. con
bibliog¡¡fía, trloRAzz^Nr DE PÉREZ, ENcrso, Giscla, La Intenden(ia en Espal1a ,^ en
Aú1¿ric¡t (Cancas 1966); O¿)ren/¿.ion¿r sobre las Ordenlnzas d.. intend'entes de
Indias de 1782 y 1786, en III congreso del Instituto ¿Le Historio del Derecho
Indiatlo. Actas )) Estudios (Madrid 1972).

"1id., 3; 17; 2l; 81;217.
6,íd., 12; t4.
sMuñoz (n. 30), p. ll3.
6'Real ordenanza (n. 50), t2, 52.
Gsrl-va VArcAs (n. 23), p. 155.
60Así 10 dice el visitador gcneral Escobcdo a Alvarez de Acevcdo en car(a

de l0 leptiembrc l7ll5, cit. por Srr.vA VARcAs (n.23), p. 189 n. lll.
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fueron objcto todavía de una nut¡ida regulación. No es dcl caso

ocuparnos de ellaó?. El tema fue tratado en su ti€mpo, €nt¡e otros,
por el regente de la Ar¡diencía chilena José de Rezabal y Ugarte €n
su Política d,e Regcntcsss. Sob¡e el senrido dominante de esta legis
lación es st¡ f icie¡r tcmer¡ te ilustrativa la ¡eal cédula circular de 29 de
agosto de 1806, derogatoria de toda disposición en contrrrio. Por ella
se dctermina qr¡e pertenccerá en adelante al gobernador cleclarar si

un asurto es de gobierno o de justicia, En el p¡imer caso, no se

admitirá apelación de los afectados hasta que recaiga proridencia
delinitiva o con fuerza de tal. Conra esta última procederá el re-

cu¡so a la audiencia sin que el gobernador pueda impedirlooo.
Por ¡eal orden de 28 de octub¡e de ese mismo año se modificó

el orden de subrogación del gobernaclor. Allí te dispuso que en
ningÍrn caso la Audiencia ast¡miera el mando por fallecimiento o
ausencia del gobernador. Este debia ser reemplazado por quien es-

tuviere designado al efecto en pliego especial, en su defecto por el
oficial de ejórcito de mayor graduación residente en el reino, desde
co¡onel efectivq y sólo en tercer lugar, a falta de éste, por el regentc
o en su defecto el oidor decano, quienes debían abstenerse de dar
parte en el ejercicio del mando a la audienciaoo,

II

10. EL coNsrlrucroN \Llsl\{o ¡tt r-os r,¡is¿s DE DEREcrro

cAsrELLAlo v ro¡rlt ct És

La segunda etapa en la lo¡mación del Estado conte¡nporá¡reo en

Chile corresponde al constitucionalismo del siglo xlx y ti€ne su ex-

presión más clara en l¡r institucionalización de la iegalidad a tlavés
de una asaml¡lea legislativa o parlamento.

Esta es una de las aspiraciones primarias del constitucionalis-
mo. En el Estado constitucional no se reconoce ot¡a ley que la lev

parlamentaria, es decir, la iey dictada con intervención de una asam-

blea lcgislatila. Esta participación en la Iormación de las leyes es

el cometido por excelencia del parlamento. Como complemento de

é1, se le atribuye, además, la fiscalización de la gestión gubernamen-

61\tuñoz (n. 30), esp. pp. 106 ss.
bREZÁBAL y lrcARrE, José ¿e, Políti.a ¿le r¿genks de lat Reúles Aúdien-

ci¿s de ambas an¡¿titas e ;slas FiliPínas, su crea.ión, lnnotes, prtenrine .id' )
fa.ultades gu¿ les co tpetcn por su ittstrxcció¡ | posteriore' tedles resoll¿cio t:t
Vid. tr{¡DrN^ (n. 34), donde reproduce Ia ¡abla de contenido.

u'Muñoz (n. 30), p. 107.
d'id. p. 99.
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[al, a fin de que no sobrepase los términos de la legaliclad. Surge

así la dualidad jele de Gobierno-Parlamento, ca¡acterística del Es-

tado cont€mpo¡áneo. Con ello se elimina la intervención de la Ju-
(licatura en materias de gobierno. Los tribunales de justicia quedan
relegados a las materia. de jusricia.

Ahora bien, en los países de de¡echo castellano y portugués las

instituciones parlamentarias datan apenas del siglo pasado. Como
es sabido, aparecen recién con las primeras constituciones escril¿s,

Su inserción dentro del esquema estatal hispanoamericano o penin-
sular coincide con la crisis política provocada por la invasión fran-
cesa de España y Portugal en 1808. Es decir, no viene exigida por
la expansión de la propia institucionalidad, sino impuesta bajo el
ittflujo del constitucionalismo europeo y estadounidense. En parti
cular, por la doctrina de la separación de poderes: Ejecutivo, Legis-
lativo y Judicial, que ha servido de punto de referencia para la
configuración del Estado constitucional.

Por eso no es extraño que en todos estos paises se tarde en
conseguir que las instituciones parlamentarias marchen regularmen-
te. Ni la dilicultad para conciliar en ellos el funcio¡ramie¡rto de un
parlamento con la eficacia de la gestión gubernativa. Ni, en fin, que
en los mismos la ¡elacirin jefe de Gobierno-Parlamento constitr¡ya
hasta el presente la porción más endeble del cdificio constitr¡cional.
Lo cual vale incluso para Brasil v Chile; los dos ejemplos más Io-

grados de Estado constitucional en el mundo de habla castellana y

POrtUguesa.
La dualidad gobiernGparlamento introducida en el siglo xrx

supuso un reajuste completo en el esrato superior del esquema es-

tatal, tal como se hallaba configuraclo desde hacia más de dos siglos
en España, Portusal e Hispanoamérica. Dentro de ella la legislación
era considerada como parte integrante y principal de la función gu-

bernativa. Al paso que se atribuía a la Judicatura, según hemos

recordado, el papel de guardadora del orden juridico frente a go-

be¡nantes y gobernados o, cuando menos, como a partir del siglo
xvlrl, de protectora de los derechos de los gobefnados entre si y fren-

te a la Administración.
Ahora bien, la implantación del Estado constitucional en estos

países afectó de modo desigual a los distintos elementos de su ins-

titucionalidad. De ellos en América espairola, el más profundamente
alterado fue, sin duda, el superior gobierno de cada reino, que con

la inrlependencia polltica pasó a ser supremo gobierno de un Estado
plenamente autónomo. Esta translormación coincidió con Ia que se

le impuso para encajarlo dent¡o del marco de los res poderes clá-
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sicos. Otros sectores de la institucionalidad padecieron menores que-
b¡antos al ser también insertados en dicho esquema. Asi sucedió en
materia de Justicia, de Ejército, de Hacienda y también en materia
de gobierno interior, con la organización provincial en los paises

que rcsistieron al f€deralismo. Está todavia por investigarse el papel
<1ue cumplieron, en general, las antiguas instituciones hispanoame-
ricanas durante todo el período de ensayos constitucionales y su apor-
te al asentamiento del propio Estado constitucional.

ll. Le .JuorceruRÁ EN EL EsrADo coNsrrrucroN{L

En ¡rocos paises experimenta la Judicatura menores quebrantos que
en Chilc con Ia tr-ansición del l,srado absoluto al Lsrado conlritu,
cional. La Judicatura chilena se inserta dentro del nuevo esquema
estatal en cortos años y sin trastolnos institucionales de reiieve. Por
eso la implantación del régimen consrirucional en Chile no esrá mar-
cada por una época de ensayos y lacilaciones en el orrlen juclicial
como la quc €n otras partes o aun en el mismo Chiie, en et orden
poritico principalmente, arrastra hacia una descomposicióD <ie las

antiguas instituciones.
'I ambién por eso, entre otras razonesr es también la Judicatura

el elemento del Estaclo constitucional chileno cuya posición dentro
del mismo más ternpraname¡rte se defi¡¡e y estabi.liza. Lo cual ocu¡re
ya desde 1824 en adelante. L,s decir, más de un lust¡o antes de que
se recupere en Chile la estabilidad política, lo que, como es sabido,
se produce recién a partir de 1830, cuando por obra de Portales se

cons<llidan las instituciones presidencial y parlamentaria,
En el caso de Chile el ingreso de la Judicatura cn cl .Esratlo cons.

titucional no le impuso alteraciones de consideración. Por lo que a
ella se refiere, la t¡ansformacirin más decisiva lue un recorte de su
órbita de acción, con el deterioro consiguienre de su importancia
dentro del Estado. En lo demás, las instituciones judiciales, a dife-
¡encia de las instituciones políticas, permanecieron virtuah¡rente in-
tactas. Lo cual contribuyó a que denÍo del Estado co¡istitucional se

produjera un distanciamiento cada vez más ma¡cado entre Gobierno
y Judicatura.

Lo anterior Iue posible, en buena parte, debido a las relormas
de fines del siglo xvrrr que condujeron, según se vio, a establece¡ una
relativa separación institucional entre Jurisdicción y Adminisftación.
Gracias a ella las instituciones judiciales pudieron permanecer hasta
cierto punto al margen de la descomposición de las instituciones
políticas del Estado absoluto y de su ulterior recomposición bajo
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moldes constitucionales. Asimismo, gracias a esa separación, se reco-

noció dentro del nuevo Estado constitucional como privativo de la

Judicatura buena parte de su antiguo radio de acción. Para adap-
tarla al molde de los tres poderes clásicos bastó con contracr su actuA-

ción a las materias de justicia, despojándola de toda ingerencia en

materias de gobierno.
Esta reducción de la esfera jurisdiccional no representa, a fin

de cuentas, sino un paso más en la separación ente Jurisdicción y

Administración. Ella alcanza en el Esiaclo consritucional su punto
culminante al contraponerse absolutamente entre sí la esfera jurixlic-
cional, privativa dc la Judicatura y la esfera gubernativa, privariva
del Gobierno, constituido conjuntamente por el .fefc de Ilstado y el
Parlamento. Confo¡me a la doctrina de la división de poderes, ni el

Gobierno ha de mezclarse en lo judicial ni la Judicatura en lo guber-
nativo. Así, de un lado, se excluye todo reculso judicial con motivo
de las actuaciones de los gobernantes, mientras del otro se excluye
toda interferencia gubernativa en las actuaciones de los Tribunales
de justicia.

En suma, dento del Estado constitucional el papel de la Jucli-
catura se reduce a amparar los derechos de los gobernados frente a
los atentados que estos se inlieren entre sí o los derechos del Gobier-
no frente a ellos. En cuanto a los derechos de los gobernados lrente al
Gobierno, se les supone suficientemente cautelados por la ley consti-
tucional y ordinaria a que debe ceñirse la actuación de los gobernan-
tes, por cuya observancia corresponde, ademis, velar al Pa¡lamento.
De esta sue¡te se cree haber establecido cl imperio de la Ley en lugar
del arbitrio de los homb¡es. De ahi que la misión de amparar a los

gobernados frente a las extralimitaciones del poder se conlunda con

Ia vigilancia de la legalidad en el ejercicio del poder y se la haga

residir primordialmente no en la Judicatura, sino en el Parlamento.

Con todo, la jurisdicción permanece intacta en su carácter de

función privativa de la Judicatura, pese a haberse substraldo a ella
las materias de gobierno. Tal es la clave de la persistencia de la

Judicatura como institución diferenciada del gobierno en el fstado
constitucional. En la medida en que subsisteh mate¡ias sobre las

cuales únicamente ella tiene jurisdicción, sin que en esto tenga parte
alguna el Gobierno, subsiste también la diferenciación institucional
entre lo iudicial y lo gubernativo.

12. Go¡¡rNecróN r JunrsorccróN

Asf se explica el hecho, a primera vista, inesperado de que esta reduc-
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ci<in del ámbito jurisdiccional a las materias de justicia conduzca,
en el primirivo trstado constitucional, a extremar la diferenciación
institucional entre Jurisdicción y Gobernación, en lugar cle atcnuarla
i'llevar, en definitiva, a una absorción de la Judicatura por la Admi-
nrstración. Este [enómeno se producirá efectivamente en algunos
paises, pero en r¡na fasc ulte¡ior del Estado constitucional, que co-

rt'c'sponde recién al siglo xx: el Estado totalitario. Para llegar a ello
:crá necesar-io, en todo caso, que primero la jurisdicción deje de ser

privativa de la Judicatura, sin lo cual no podria colocársela bajo una
total dependencia del Gobierno. Sólo así se abre la puerta para
con'crtir al juez en funcionario y a los Tribunales de Justicia en

scnicio público, sujeto a las directivas del Ministerio de Justicia y, a

¡¡avés de ellas, al partido gobernante, según se establece actualmente
en Estados socialistas como la Unión Soviética o la República De-

mocrática Alemana6l.
Sin embargo, es menester rcconocer que desde el momento en

quc las materias de gobierno se substraen al radio de acción de la

Juclicatura, se crean e¡l el Estado constitucional los presupuestos ne-

cesarios para una expansión absorbente de la Administración. Frente
a ella ni siquiera queda garantida la propia Judicatun, pese a per-
manecer todavla intacta. [sto es así porque desde que es elimi¡rado
todo recurso judicial contra las actuaciones gubernativas, ellas tien-
den a tr-ansforma¡se en una pura expresión de pode¡.

Es decir, la actuación gubernatila ticnde a adquirir en forma
cada vez más marcada el carácter de un acto meramente potestativo,
Iundado en última i¡¡stancia en el poder. In cuanto tal, es impuesta
a los gobernados por provenir de quien gobierna y manda, esto e3, de
alguien en quien radica la potestad pública correspondiente, sin que
ellos, por su part€, puedan hacer valer en su conFa reparo alguno
fundado en su contenido. Así se advierte en sus expresiones más

caracterizadas, que son en esta época la ley tlictada con el concurso
del parlamento o el acto administrativo, cuyo paradigma es el dec¡eto
supremo, Uno y otro no tardan en ser consitlerados como una decla-
¡ación de voluntad soberana, itnpuesta según prudencia y buerr
sentido del gobernante a la generalidad de los gobernados62.

owyscHr^-sx¡, And¡ei J., Crertion¿s de la teoria ¿lel Esn¿o j del Dete.ho
(en ruso) (Moscú 1949); LE¡$9NE¡, Gl.rsta\, ¡.elualtüng únd, óllentli¡:hen Dien\t
in der soujelischen Besatumgszone Deulr(hland (stLrllgarr Colonia l96t) con bi,
bliografía; Zf,LlwrcrR, Edovard, EI principio (Ie la legalidad sotialista, en Re-
|ista ¿Ie la Comisión ,lnternacional de Juristas 5 (1S61) 2.ófódigo civil d€ Chile (f855) art. li "La let es una declaración de la
tolünta¿| soberana que, nanil¿stado ¿n ta lorna p;et.¡ita pú Ia Conttitución,
nanda, Proltíbe o pernite", Cfr. Lr¡A URqu¡ErA, Pedro, El Código Ci il y stt
época, en Anales de la Facillad de Ciencias Jurídicas y So.i¿¿er 2 (1955) 2, ahora,
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Esta situación cotresponde plenamente a la teoría del constitu-
cionalismo en la que se prcsupone un poder ilimitado en su conte-
nido al que, por lo mismo, es menester limita¡ en su ejercicio a través
de la división de poderes y en particular de la dualidad Jefe de
Estado-Parlamento en materia de gobierno.

En tales condiciones se torna en el hecho bastante precaria la
independencia de la Judicatura f¡ente al Gobierno, aun denüo del
radio de acción privativo que ella conserva. Al igual que los gober-
nados respecto de sus derechos, la Judicatura también se halla desti
tuida de medios institucionales para prese¡va¡ su propia independen-
cia en caso de que el Gobierno sobrepase su esfera propia por la vía
legal o administrativa. Lo cual se manifiesta asimismo en la doct¡ina
constitucional que en esta época exalta la independencia de los f ¡i-
bunales como un imperativo, un ideal o una exigencia irrenunciable;
en una palabra, como meta a alcanzar antes que como supuesto
institucional asegurado,

15. AsruAcróN cuBERNATTVA y AcruAcróN JUR¡sDrcctoNAL

A medida que la actuación gubernativa cobra cse ca¡ácter de acto
meramente potestativo, se distancia también carla vez m¿is dc
la actuación jurisdiccional, que, por su parre, mrntienc inrrtro su ca

rácter, perfectamente delinido desde los siglos anteriores, de acto
lundamen talmen te au torita ti\ o.

En cuallto autoritativa, la actuación jurisdiccional en esta época,
no menos que en las precedentes, se lunda en último término en el
saber. Proviene, por tanto, en definitiva de quien sabe y entiende,
es decir, de alguien constituido en autoridad pública. Así lo muestra
su exponente más genuino que como en tiempos anrcriores no es

otro que la sentcncia: decla¡ación de derecho pronunciada según leal
saber y entender del juzgador, impuesta sólo a las partes o al afectado
para su ejecución y expuesta ante los entendidos en derecho para su
estudio y crltica63.

eÍ El Código Ci|il y sú época (Santia8o 1956), esp. pp. 58 ss.; coNzÁLEz ECHE-
ñrquE, Javier, Notas sobre algünas deliniciones legales de l€r, en E tu¿tios en
lrcD¡enaie a Pedro Lira Urqu;eta (S^¡.tiago t970), pp. 59 ss.; BaDURA, Pcrer,
Yerualtungsrecht im liberalen und im sozialenr Rechtsstaat (Tubinga 1966).

6Cf¡. BELLo, Af¡dtés, Indeqendencia dcl poder judicial, en El Araucano 334
(Santiago 27 de enero 1837), ahora, etr Obr¿s cotnpletas (Sa¡rti^go 1885) 9, pp.
217 ss. Alli sosticne "La facultad de juzgar no es otra cosa que una cmanación
del poder ejecutivo", los jueces pueden calificarse de "delegados del poder eje-
crrlivo' y "como tales se hallan en una espccie dc dependencia det supremo
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En otras palabras, el acto jurisdiccional no pierde en absoluto
su carácter autorit¿tivo que lo mantiene encuadrado dentro del marco
del derecho, entendido como saber jurldico. Un ma¡co obj€tivo,
demás está decirlo, pues se trata de un saber concreto, cultivado por
muchos con independencia del juez y, por ta¡rto, a la vez superior y
anterior a él mismo, [s este saber el que en último término sirve

de punto de referencia a toda la actuación jurisdiccional: el que a un
tiempo habilita al juez para pronunciar una sentencia y a los enten-

didos en derecho para reconocer en ella un arance o un deterio¡o

en el patrimonio jurídico colectivo y presentarla, en consecuencia,

coml¡ tal ante la sociedad entera, a fin de que le sirva de orientació¡¡

en el futuro.

Es fácil advertir por qué la separación institucional entre Go'

bernación y Jurisdicción alcanza su grado máximo con esta ve¡lla-

dera conÚaposición de las dos formas de actuar referidas: Ia una

memmente potestativa y, en cuanto tal, desligada de toda contracción

exterior o euperior al que gobierna y manda; y la otra autoritativa
y, por tanto, ligada a la autoridad del derecho de la cual ParticiPa el

que juzga. Más lejos no cabe ir sin anular la separación entre Go
bierno y Judicatura, porque desaparecida la zona intermedia toü
ampliación de las materias de gobiemo se hace a co$ta de las de

justicia y vicevena. En este sentido, puede observarse que la ttayec-

to¡ia del Estado constitucional avanza desde una acentuación del

conraste entre Gobernación y Jurisdicción que lleva a la más absolu-

ta separación de una y otra en sus fases primitivas, para ir a parar
en sus fases tardías al extremo opuesto: en esa absorción de la Judi-
catura por la Administración que remata en la más completa confu-
sión de ambas.

Pero la suerte de la Judicatura €n las distintas fases que ha

recorrido el Estado constitucional en los palses donde se ha estable-

cido su lorma totalitaria nada tiene de singular. Después de todo

magistlado (el presidente de la república) ¡esponsable de la observancia de las
leyej y por consiguientc obligado a ejerce¡ algún género de autoddad sobre los
qLre ¡as aplican'. Y sin perjuicio dr ello afirDa "El poder de juzgar cs inde_
pendi€nre: e3 decir no hay autoridad que encadene Ia libertad del magistrado
para conocer con arre8lo a l¡s leye en el negocio que se somete a un examen
ni para pronuNiar la sentencia que fije los derechos coritrovertidN". "El juez
tiene loda la independencia imaginab¡e para examinar por ¡l los hechor. . . y
para aplicarles la ley, sin ateñder más que a los prec€ptos de ella y a los dic-
tados de la concien€ia p¡opia". Lo explica Puntualizando que el Poder ejecu'
tivo no purde remediar los abusos coDctido3 e¡ una se¡lencia sino aan aólo
precaver para el futuro que no se violen las leyes y qüe la ¡esPo¡s¿bilidad de
un juez ha de ser declarada por otros iueces, nut¡ca Por el Poder ejecutivo.

-3ü
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cs la misma que corren también oÚas instituciones fundamentales,

como las municipales, las universitarias o las gremiales. También

estas corporaciones de vecinos, de estudiosos o de profesionales son

a{ectadas primero por el centralismo administrativo del Estado consti-

tucional en su fase liberal ¡rara desaparecer, luego, como tales, en su

fase soci¿lista, tragadas por el expansionismo absorbente de la Admi-

nistración. Asl terminan por ser hansformadas en entidades adminis-

trativas, sin quedar rast¡o de su primitivo carácter de corporación'

14. Jurcrs Y FUNcloNARIos

Este paralelo ilusha sobre la importancia que reviste la persistencia

de los antiguos oficios en materia judicial. Ella está mucho rnás

ligacla de lo que a primera vista Parece a los dos elementos que hemos

considerado hasta ahora: jurisdicción como función privativa de la

Judicatura y carácter autoritativo de la actuación jurisdiccional' Co'

mo ellos representa a la vez una condición y una prueba del grado

de independencia que mantien€n los Tribunales de justicia frente

al Gobierno;
En el primitivo Estado constitucional ni siquiera se intenta

alterar la armazón de la Juclicatura como conjunto de olicios dife-

renciados entre si por su jerarquía y compet€ncia. Ella persiste de

hecho, ignorada tanto de Ia doctrina como de la legislación. Así se

aplica sin más a los jueces la denominación de funcionarios,
sin asimilarlos por ello al régimen ni a la subordinación propia dc los

empleados de la Administración6r. Tan sólo por excepción se altera

indirectamente su condición, como sucede cuando se restringe su

inamovilidad o se sujeta su conducta ministerial a la vigilancia del

Supremo Gobierno.
El juez sigue contanto, Pues, con un efectivo resguardo institu-

cional para el ejercicio independiente del propio oficio. Lo que

permite mantener intacta en todos los tramos de la jerarqula judicial

la plena autoridad de cada juez sobre los asuntos de su competencia'

úConstitución politica del Estado d€ Chile 182t, art. l8 ¡¡9 12 en rela-

ción a a¡ts. l2l, l5O, 166. Constitución de la rePública de Chile 1833, art. 39
'na 2 en re¡ación a arts. ll0, lll y ll3. Los textos han sido muchas veces ¡eim-
prems: Brrcrño, P|amór., M¿moría histórico-crltica del Derecho Pt blico chíleno
'desde 

1810 hdst4 ,tucstÍos dl¿¡ (S¿ntiaSo 1849) 2r Parte; B^Ñ^Dos EsP¡NooA, Julio.
Co¡stitucíones d.e Chik, Francia, Esta¿los Unidos, República Argcntina, Brasil'
B¿lEica, Etpaña ) sr¡iza, concordadas por... (Santiago 1889) 5? Parte. V^LENcr^
Av ¡¡lt, Luis, Aúol¿s d,e la n,¿Qttblica. Textos constitucionalcs de Chih y Rcgis'
tro d¿ los ciu¡tadanos que han integúalo los poder¿! eiectrttuo y lcgislathto tl¿sde
1810 (Santiago l95l) l.
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En tales asuntos la competencia de los jueces superiores se refie¡e
únicamente a subsanar deficiencias en los procedimientos o en los
fallos de sus inferiores, sin que en ello se comprometa ni la respon-
sabilidad ni la perrnanencia en el oficio de los mismos. For eso los
jueces son no menos inamovibles que antes, en términos que sólo
pueden ser separados del oficio cuando se hace efectiva su ¡esponsa-
bilidad minisrerial ante otro tribunal.

Demás está señalar que semejante disociación enre el ejercicio
de la competencia propia del oficio y la responsabilidad ministerial
del titular del mismo es incompatible con la dependencia que, po¡ su
parte, exige de sus agentes la Administración en todos los esc¿lones
de su jerarquía. Alll, los inferiores son en último término ejecurores
de las directivas emanadas de sus respectivos superiores, a cuya im-
pulsión y corrección disciplinaria se sujeta toda su actuación fun-
cionaria.

En resumen: durante el t¡ánsito del Estado absoluto al Estado
constitucional pudo llevarse a efecto la substracción de las materias
de gobierno a la eslera jurisdiccional sin alterar mayormente las
bases institucionales de la Judicatura. Asi sucede de hecho en algunos
países del áLrea jurídica castellano-portuguesa como Chile. Pero, como
también hemos tenido ocasión de verlo, no sucedió otro tanto con la
situación de la Judicatura dentro del Estado, que, en cambio, expe:
rimentó un sensible deterioro.

15. JUDTCATURA y Go¡lrnNo

Al estechamiento de su radio jurisdiccional correspondió, como
no podla ser menos, una pérdida de La importancia de la Judicatura
frente aI Gobierno. Es dccir, una alteración decisiva en su posición
denrro del Estatlo.

La dualidad Justicia-Gobierno dentro de los fines del Eitado
de la época del absolutismo ilustrado se resuelve en la época consti-
tucional en una clara preeminencia del Gobierno sobre la Justicia.

Esta preeminencia aparece con mayor aitidez en la república
constitucional que en la monarquía constitucional. En €sta última
queda en cierta manera velada por el h€cho de que el monarca
retiene, al menos nominalmente, la suprema potestad gubernativa y
la suprema autoridad jurisdiccional -aparte, natutalmente, del co
mando supremo de la fuerza armada y de la dirección suprema de
las relaciones exteriores-, de suerte que tanto el gobierno como la
justicia se hacen en su nombre. En la república constitucional, en
cambio, Judicatura suprema y Supremo gobierno se disocian entre
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sl y se une el Gobierno a la jefatura de Estado, que comprende, ade-

más, el supremo comando de la fuer¿a armada y la suprema dirección
de las ¡elaciones exteriores. Con ello adquiere el Gobierno una
preeminencia indisputable en relación a la Judicatura, sub¡ayada to-
davla por el hecho de hallarse ésta destituida de jurisdicción para
amparar a los gobernados frente a las extralimitacioncs del poder.

De ahl que inyariablemente este Poder Judicial o tercer poder
del Estado como se le denomina en la doctrina constitucional sca en

realidad el rlltimo de los Úes y esté de hecho muy por debajo de los
otros dos. AsI lo reconocen por lo demás los primitivos teó¡icos del
constitucionalis[ro, quienes no hacen misterio de su desconfia¡za
hacia la Judicatura.

Como se sabe, esta actitud está vinculada originalmente a una
situación conoeta que se dio en la Francia del siglo xvrrr: a la posi-
ción que allí tuvieron frente a la monarquia los parlamentos judicia-
les, cuyos magistrados compraban su plaza y se sucedlan cn ella por
generaciones. No menos sabido es que al buscar remediarla con la
provisión de los magistrados por el Gobierno, se cayó en algo peor:
la pérdida de su independencia por los Tribunales de Justicia.

Ese no era, desde luego, el caso de la Judicatura en los países de

derecho castellano y portugues. En ellos la Corona, según es notorio,
cuidó de reservarse la provisión de los altos olicios judiciales, de
suerte que no hubo lugar a que éstos se transformaran en vendibles
ni menos en hereditarios. Lo cual no impidió que al implantarse el
Estado constitucional en estos palses prendiera también en ellos el
recelo frente a la propia Judicatura. No se vaciló, pues, en someterla
a las restricciones imaginadas por los teóricos del constitucionalismo
para conharrestar una pretendida tendencia a la formación de una
casta judicial. Se reaccionó asi cont¡a un mal del que la propia fudi-
catuta no padecía, acudiendo a soluciones concebidas en función de
problemas ajenos a ella y a medidas enderezadas a conjurar amenazas
que Ie eran no menos extrañas. El ¡esultado no fue otro que un
retroceso en la importancia de la Judicatura frente al Gobierno,

Las restricciones impuestas a Ia Judicatura en los comienzos del
Estado constitucional son múltiples. Por de pronto se entrega al Go-
bierno, a navés del Jefe de Estado o incluso del Parlamento, el
nombramiento de los jueces y en particular de los más altos magis-
trados judicialesos. Luego se somete la conducta ministerial de los

.qconstituciór¡ p¡ovisoria pa¡a el E3tado de Chile, l8lg tit. v, cap. u art.
v4 en ¡elación al Cap. r, art. tv del mismo !it. Consrirución politica d;t Eslado
de Chile, 1822, ait. Pacto de unión de las tres p¡ovincias, t823, a¡t. 21. Cons-
titüción Polltica del Esrado de Chile 1825, art, 149 ne 4. Consrirución politica
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jueces a la vigilancia del Supremo Gobierno06, con facultad, a veces,

hasta para suspenderlos en el ejercicio del oficio, sin aguardar pro
nunciamiento judicial algunooT; se atribuye al Parlamento compe-

tencia para procesar y destituir altos magistrados judiciales06; pa.ra no
decir nada de la facultad genérica confiada al Jefe de Estado de velar
por la cumplida administración de justiciaoe. No faltan incluso casos

de limitación de la inamovilidad de los jueces a cierto periodo, substi-

tuyendo los nombramientos con duración indefinida por oúos mera-

mente temporalesTo.

16. ADMrNrsrRACróN y 
JUDTCATURA BAJo EL coNsrrrucroN"{LrsMo

A primera vista puede parecer que como resultado de ello se coloca
de hecho a la Judicatura bajo una dependencia del Ministerio de

Justicia similar a la que tienen las instituciones armadas respecto al
Ministerio de Guerra. Al igual que el l,jército o la Armada, los Tri.
bunales de Justicia cumplen funciones especlficas por su naturaleza

-como son la defensa o la jurisdicción- que exigen una preparación
también especializada -como es la de los hombres de armas o la de
los hombres de derecho- y tienen, por tanto, un alto grado de tlife-
renciación institucional, como resalta, en primer lugar, del hecho de
que cuent€n con una jerarqula intema que excluye una intervención
Ioránea en materia disciplinaria. Pero, en realidad, la independencia

de Ia República de Chile, 1823, art- 149 no 4. Constitución Polirica d€ la Re-
pública de Chile, 1828, a¡t. 46 r¡o l7 y 96 ne Il. Constiiución de la República
de Chile, 1E33, art, 82 r¡e 7 en r€lación al art. 104 nc 2; Ediciotr€s de los texto¡
(no 64).

úConstitución f823 (n. &), art. l8 n0 l? y l7; Constitución lE28 (n. 65),
ar[. 84 ¡ro 5; Co¡sritución 183, (n. 64), a¡a. E2 !¡e ,.

'Constitución lE33 (n, ü), art. 82 n0 3 y L. l0 cncro 1844: sobre régi'
men interior, a¡t. 70, e¡r B. L. ¡v, lib. 12. Vid. HuNf,EUs (ZEcE¡s), Jorye; La Cons-
titución en¡e el Congre¡o, o 3ea, coEmta¡io positivo de la Consiitución chilena,
2 vols. (Santiago lE79-80) 2, pp. 50 s!.

óConstitución 1828 (n. 65) art. 47 ne 2, en ¡elación al a¡t, 48. Constitr¡-
ción 1833 (n. &) a¡t. t8 ¡e 2 en relación al art. 39 ne 2.

oconsüitución 1833 l¡¡. &1) a¡t. 82 na t. Sobie su alcance vid. BELLo (n. 6!),
rvid. Oficio de los miembros del T¡ibunal de Apelaciones al Alto Con-

gr€so Nacional 30 septiemb¡e lSlli ".,.los jueces de este Tr (ibun) al a más de
ser int€rinos no serán jamás vitalicios segí¡n el orden y sirtema adoptado...".
Acta del mismo ll agosto lEl4, en atención a "un oficio del Exc (elentlsi) mo
S(upe¡io) r Gov (iemo) en el que por estar cumplido el plazo de nuestra crea-
.ión se nos manda separar... el senicio en este Tr(ibu¡)al y ¡etirar¡rq a
¡uestBs casas... y lo v€rificamos suipmdiendo en €l mismo aclo tdo despa-
cho y lo firmamos para constancia, :Plat¿=Pé¡eFvillalón". Ambo¡ en Lib¡o
de R (ea) I Acuerdo para este año de 1792, i siguiente, s/I. s€ conserv¿ cn l¡
Biblioteca de Ia Corte Suprem¡ de Chile. Debo la noticia de su existenci¡ a
üna gentileza del biblioteca o de la misma, reñor Hugo Mac Gondlcz.
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de la Judicatura no se reduce a una especie de autonomia institu-
cional,

Por grande que sea su dependencia del Ministerio de Justicia,
como lo es en el hecho en el primitivo Estado constitucional, no es

absorbida por la Administración mientras subsistan materias sobre
las cuales exclusivamente ella tiene jurisdicción, en las que, por tanto,
al Gobierno corresponde concurrir únicamente en calidatl de parte y
no de poder. Tal es, repitámoslo, la clave de la persistencia de la
Judicatura como institución diferenciada frente al Gobicrno. Asi lo
demuesra, por lo demás, el hecho de que al menos en algunos paises
como Chile se ¡eviert¿ en cierto modo la situación en la fase liberal-
parlamentaria. Se atenúa entonces la dependencia de la Judicatura
en relación al Ministerio dc Justicia, lo que determina un afianza-
miento de su posición fr€nte al Gobi€rno.

Tal ha sido al menos el caso de Chile, donde la Judicatura, al
cont¡ario de lo que ocur¡e en los Estados totalitatios, parece tendef
a recob¡ar en forma lenta pero segura la posición que tuvo e¡r el
Estado antes de la implantacióI del constitucionalismo de proceden-
cia europea y estadounidense. A ello ha contribuido en buena parte,
sin duda, su estabilidad institucional, muy superior a la de las insti-
tuciones pollticas. Ella ha permitido hasta hoy a la Judicatura sobre-
vivir a todos los regímenes y a todos los gobiernos, que unos en pos
de otros se han sucedido desde la dictación de la primera constirución
escrita a comienzoo del siglo pasado.

A su vez, esa estabilidad debe relacionarse, entre otras cosas,
con la firmeza que los magistrados han sabido demoshar frente al
gobie¡no y con el respeto que por su parte los gobernantes han mos-
trado por el derecho. A ello no es ajena la formación jurídica que
como los magistrados judiciales ¡ecibió también en las aulas de Dere-
cho el gnrpo de los jefes de Estado, ministros, altos empleados de las
oficinas prlblicas y parlamenhrios, a quienes correspondió asumir la
sucesión de los antiguos empleados superiores de la Administtación
real. Las aulas de Derecho se convirtieron asl en escuela de gobernan-
tes a quienes la práctica enseñó a sacudir la prevención doctrinaria
contra la Judicatura.

A este res¡xcto, la historia institucional de la Judicatura chilena
Presenta un innegable relieye. Muestra una alternativa distinta del
desplazarniento del Estado constitucional hacia fo¡mas totalitarias
en que han incur¡ido no pocos palses de Europa siguiendo el modelo
del nacional-socialismo alemán o del socialismo internacional ruso.
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Sin ser una gran potencia, Chile ha sabido enfrentar por sl mismo y
dar una solución que no tiene precedentes fuera del mundo de habla
castellana o portuguesa al diflcil problema institucional que plantea
la subsistencia de una Judicatura independiente en un Estado cons.
titucional.


